OBSERVACIONES AL BORRADOR DEL ANTEPROYECTO DE LEY DE AUTORIDAD DEL PROFESORADO
ART. 2. Ámbito de aplicación

Con carácter general, no compartimos el ámbito de aplicación limitado a los centros públicos y privados concertados, sin extenderse al resto de centros privados, ya que el concierto educativo como forma de financiación con fondos públicos, nada tiene que ver con los objetivos y principios generales que se enumeran en la Exposición de Motivos del Anteproyecto de Ley.
2.1. Suprimir la denominación “sistema educativo sostenido con fondos públicos” por la de “centros públicos” ya que la atribución de tal condición de autoridad se refiere exclusivamente al ámbito administrativo y disciplinario, desarrollado en el art. 5 del Anteproyecto, sin que en ningún caso se pueda aplicar al profesorado de centros privados concertados, tal y como se indica en el informe del Servicio Jurídico de la Consejería de Educación de la Comunidad de Madrid.
2.2. Por otra parte no se especifica en el Anteproyecto, si la norma se aplica al profesorado de niveles no concertados de un mismo centro privado concertado (por ejemplo el profesorado de 1er ciclo de infantil).
ART. 3. Principios generales.
Apartado a) sustituir el término “función docente” por el de actividad docente, ya que la función docente es un término propio y específico de los profesores que ostentan la cualidad de funcionarios públicos
ART. 4. Derechos del profesorado.
4.1. e) añadir “a la protección jurídica adecuada a sus funciones docentes, en el caso de profesorado de centros públicos”.
Se circunscribe la protección jurídica al profesorado de la enseñanza pública, en consonancia con las observaciones al art. 7, al igual que se hace en el informe del Servicio Jurídico de la Consejería de Educación de la Comunidad de Madrid (pág. 8)
4.2 Convendría clarificar que dicho apartado es exclusivamente aplicable a los centros públicos, ya que es habla de “espacios públicos de su ámbito competencial” y “tablones anunciadores” y es evidente que la Administración Pública no puede entrar a  regular los espacios pertenecientes a los titulares de centros privados.
ART. 5. Autoridad Pública.

En consonancia con lo manifestado en las observaciones al art. 2.1. el concepto de autoridad pública es exclusivamente aplicable al ámbito administrativo y disciplinario de los centros públicos y está excluido además del concepto penal de autoridad, cuya regulación es competencia exclusiva del Estado, a través del Código Penal.
Dicha interpretación coincide con la que realizan el Servicio Jurídico de la Conserjería de Educación de la Comunidad de Madrid y la Fiscalía General del Estado en su consulta 2/2008 sobre la calificación jurídico-penal de las agresiones a funcionarios públicos en los ámbitos educativo y sanitario y que excluye expresamente a los profesores de centros privados concertados.
Por otra parte, en los centros privados concertados los miembros del equipo directivo pueden ser personal no docente (por ejemplo, el Administrador o el Director General), lo que viene a reafirmar nuestra postura respecto al concepto de autoridad pública limitado al ámbito administrativo.
ART. 6. Presunción de veracidad.

En el propio artículo se limita dicha presunción a los hechos constatados documentalmente, en el curso de un procedimiento administrativo. Así pues, convendría limitar los efectos de dicha presunción a los centros públicos, tal y como tiene establecida la jurisprudencia del Tribunal Supremo, que establece que la presunción de veracidad únicamente despliega sus efectos en el ámbito disciplinario público en consonancia con lo establecido en el art. 137.3 de la Ley de Procedimiento Administrativo Común, en relación al art. 46.4 de dicha Ley, según la cual tienen la consideración de documento público administrativo, los documentos emitidos por las Administraciones Públicas.
ART. 7. Asistencia jurídica.

Se debe suprimir la mención del profesorado de “centros privados concertados”, en consonancia con las observaciones realizadas al art. 4. 1 apartado e). Incluso podría dar lugar a un conflicto de intereses con la relación laboral existente entre el titular y el profesor de un centro privado concertado, ya que podría darse el caso que en el orden social ante una sanción impuesta por el empresario, el profesor fuera defendido por la Abogacía General de la Generalitat.
DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA

Se debe suprimir, de acuerdo con las observaciones realizadas al art. 7-
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